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CAPÍTULO III 

Medidas de agilización de los procedimientos 

relativos a proyectos de energías renovables 

Artículo 6. Procedimiento de determinación de afección 

ambiental para proyectos de energías renovables. 

1. Los proyectos no ubicados en medio marino a los que se refieren 

los apartados i) y j) del Grupo 3 del Anexo I y los apartados g) e i) 

del Grupo 4 del Anexo II de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de 

Evaluación Ambiental se someterán a un procedimiento de 

determinación de las afecciones ambientales siempre que cumplan, 

conjuntamente, con los requisitos que se señalan a continuación: 

a) Conexión: Proyectos que cuenten con líneas aéreas de 

evacuación no incluidas en el grupo 3, apartado g) del Anexo I de la 

Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 

b) Tamaño: 

1.º Proyectos eólicos con una potencia instalada igual o inferior a 

75 MW. 

2.º Proyectos de energía solar fotovoltaica con una potencia 

instalada igual o inferior a 150 MW. 

c) Ubicación: Proyectos que, no ubicándose en medio marino ni en 

superficies integrantes de la Red Natura 2000, a la fecha de la 

presentación de la solicitud de autorización por el promotor estén 

ubicados íntegramente en zonas de sensibilidad baja según la 

“Zonificación ambiental para la implantación de energías renovables”, 



herramienta elaborada por el Ministerio para la Transición Ecológica 

y el Reto Demográfico. 

Este procedimiento será de aplicación a los proyectos respecto de 

los cuales los promotores presenten la solicitud de autorización 

administrativa de las previstas en el artículo 53 de la Ley 24/2013, 

de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, ante el órgano sustantivo 

antes del 31 de diciembre de 2024. 

2. Los proyectos a los que se refiere el apartado 1 no estarán 

sujetos a una evaluación ambiental en los términos regulados en la 

Ley 21/2013, de 9 de diciembre, en la medida en que así lo determine 

el informe al que se refiere el apartado 3 de este artículo. No obstante, 

los términos empleados en este artículo se entenderán de 

conformidad con las definiciones recogidas en el artículo 5 de la Ley 

21/2013, de 9 de diciembre. 

3. El procedimiento de determinación de las afecciones 

ambientales se desarrollará conforme a los siguientes trámites: 

a) El promotor deberá presentar al órgano sustantivo para la 

autorización la siguiente documentación: 

1.º Solicitud de determinación de afección ambiental para 

proyectos de energías renovables. La solicitud de determinación de 

afección ambiental deberá cumplir los requisitos generales 

administrativos recogidos, con carácter general, en la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas 

2.º El proyecto consistente en el anteproyecto previsto en el 

artículo 53.1.a) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. 

3.º El estudio de impacto ambiental con los contenidos previstos 

en los artículos 5.3.c) y 35 y en el anexo VI de la Ley 21/2013, de 9 

de diciembre, 

4.º Un resumen ejecutivo que cuantifique los impactos acreditados 

respecto de los aspectos recogidos en el apartado 3.b). 

Siempre que la documentación esté completa, el órgano 

sustantivo remitirá la documentación al órgano ambiental en un plazo 

de 10 días. En el caso de que no esté completa la documentación, 

previo trámite de subsanación de conformidad con lo dispuesto por 

el artículo 68.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 



Administrativo Común de las Administraciones Públicas el órgano 

sustantivo tendrá al promotor por desistido. 

b) El resumen ejecutivo elaborado por el promotor, deberá 

abordar de modo sintético las principales afecciones del proyecto 

sobre el medio ambiente en función de los siguientes criterios: 

1.º Afección sobre la Red Natura 2000, espacios protegidos y sus 

zonas periféricas de protección y hábitats de interés comunitario. 

2.º Afección a la biodiversidad, en particular a especies protegidas 

o amenazadas catalogadas 

3.º Afección por vertidos a cauces públicos o al litoral. 

4.º Afección por generación de residuos. 

5.º Afección por utilización de recursos naturales. 

6.º Afección al patrimonio cultural. 

7.º Incidencia socio-económica sobre el territorio. 

8.º Afecciones sinérgicas con otros proyectos próximos al menos, 

los situados a 10 km o menos en parques eólicos, a 5 km en plantas 

fotovoltaicas y a 2 km respecto de tendidos eléctricos. 

c) A la vista de la documentación, el órgano ambiental analizará 

si el proyecto producirá, previsiblemente, efectos adversos 

significativos sobre el medio ambiente, y elaborará una propuesta de 

informe de determinación de afección ambiental, que remitirá al 

órgano competente en materia de medio ambiente, el cual dispondrá 

de un plazo de diez días para formular observaciones. Transcurrido 

dicho plazo, la falta de respuesta se considerará como aceptación del 

contenido de la propuesta de informe a efectos de proseguir las 

actuaciones. 

d) En todo caso, el órgano ambiental formulará el informe de 

determinación de afección ambiental en el plazo máximo de dos 

meses desde la recepción de la documentación. En dicho informe se 

determinará si el proyecto puede continuar con la correspondiente 

tramitación del procedimiento de autorización por no apreciarse 

efectos adversos significativos sobre el medio ambiente que 

requieran su sometimiento a un procedimiento de evaluación 

ambiental o si, por el contrario, el proyecto debe someterse al 

correspondiente procedimiento de evaluación ambiental conforme a 

lo previsto en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. 



El informe podrá determinar también la obligación de someter la 

autorización del proyecto a las condiciones que se estime oportuno 

para mitigar o compensar posibles afecciones ambientales del mismo, 

así como a condiciones relativas al seguimiento y plan de vigilancia 

del proyecto. La instalación no podrá ser objeto de autorización de 

construcción o explotación si no se respetan dichas condiciones. 

e) El informe de determinación de afección ambiental será 

publicado en la página web del órgano ambiental y será objeto de 

anuncio por parte de dicho órgano en el “Boletín Oficial del Estado”. 

Asimismo será notificado al promotor y al órgano sustantivo en un 

plazo máximo de diez días. 

4. El informe de determinación de afección ambiental perderá su 

vigencia y cesará en los efectos que le son propios si el proyecto no 

fuera autorizado en el plazo de dos años desde su notificación al 

promotor. 

No obstante, cuando se trate de proyectos incluidos en el ámbito 

de aplicación del artículo 1 del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de 

junio, por el que se aprueban medidas en materia de energía y en 

otros ámbitos para la reactivación económica, si el informe determina 

que el proyecto puede continuar con la correspondiente tramitación 

del procedimiento de autorización por no apreciarse efectos adversos 

significativos sobre el medio ambiente, tendrá el plazo de vigencia y 

surtirá los efectos de cumplimiento de los hitos administrativos a los 

que se refieren sus apartados 1.a).2.º y 1.b).2.º 

5. El informe de determinación de afección ambiental no será 

objeto de recurso alguno, sin perjuicio de los que, en su caso, 

procedan en vía administrativa y judicial frente al acto de autorización 

del proyecto. 

6. El procedimiento regulado en este artículo no tiene carácter 

básico y por tanto sólo será de aplicación a la Administración General 

del Estado y a sus organismos públicos. No obstante, en su ámbito 

de competencias, las Comunidades Autónomas podrán aplicar lo 

dispuesto en este artículo únicamente para los proyectos a los que se 

refiere el apartado 1. 

 

Artículo 7. Procedimientos simplificados de autorización de 

proyectos de energías renovables. 

Con el fin de lograr una reducción de la dependencia energética, 

la contención de precios y la garantía del suministro, se declaran de 



urgencia por razones de interés público, los procedimientos de 

autorización de los proyectos de generación mediante energías 

renovables competencia de la Administración General del Estado, que 

hayan obtenido el informe de determinación de afección ambiental 

favorable y siempre sus promotores soliciten acogerse a este 

procedimiento simplificado de autorización antes del 31 de diciembre 

de 2024. 

Estos procedimientos se tramitarán conforme al Real Decreto 

1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades 

de transporte, distribución, comercialización, suministro y 

procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica, 

aplicándose la reducción de plazos prevista en este artículo y demás 

efectos previstos por el artículo 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

y de acuerdo con las siguientes especialidades: 

1. Se efectuará de manera conjunta la tramitación y resolución de 

las autorizaciones previa y de construcción definidas en los párrafos 

a) y b) del apartado 1 del artículo 115 del Real Decreto 1955/2000, 

de 1 de diciembre. A este efecto: 

a) De conformidad con lo indicado anteriormente, el promotor 

presentará una solicitud del procedimiento simplificado de 

autorización de proyectos de energías renovables acompañada del 

informe de determinación de afección ambiental favorable y del 

proyecto de ejecución. 

El proyecto de ejecución deberá cumplir con los requisitos técnicos 

que están recogidos en la normativa sectorial de aplicación, en 

particular con los establecidos en el Real Decreto 1955/2000, de 1 de 

diciembre, en el Reglamento sobre condiciones técnicas y garantías 

de seguridad en instalaciones eléctricas de alta tensión y sus 

Instrucciones Técnicas Complementarias ITC-RAT 01 a 23, aprobado 

por el Real Decreto 337/2014, de 9 de mayo, y en el Reglamento 

sobre condiciones técnicas y garantías de seguridad en líneas 

eléctricas de alta tensión y sus instrucciones técnicas 

complementarias ITC-LAT 01 a 09, aprobado por el Real Decreto 

223/2008, de 15 de febrero. 

b) Se unifican los trámites regulados en los artículos 127 y 131 

del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, relativos a la 

información y la remisión del proyecto de ejecución a las distintas 

Administraciones, organismos o, en su caso, empresas de servicio 

público o de servicios de interés general en la parte de la instalación 



que pueda afectar a bienes y derechos a su cargo. Los plazos 

previstos en estos artículos se reducirán a la mitad. 

c) El trámite de información pública regulado en los artículos 125 

y 126 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, se realizará 

simultáneamente con el previsto en el apartado a) y sus plazos 

quedan reducidos a la mitad. En dicho trámite, se podrán realizar las 

observaciones de carácter medioambiental que procedan. 

d) Finalizados dichos trámites, el área funcional o, en su caso, la 

dependencia de Industria y Energía competente para la tramitación 

remitirá, en el plazo de quince días, el expediente completo 

acompañado de su informe, de acuerdo con lo previsto en los 

artículos 127.5 y 131.5 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de 

diciembre, a la Dirección General de Política Energética y Minas, a 

efectos de resolución. 

2. En el supuesto de que se solicite la declaración de utilidad 

pública, esta deberá presentarse junto a las solicitudes de 

autorización administrativa previa y de construcción, acompañada de 

la documentación establecida por el artículo 143 del Real Decreto 

1955/2000, de 1 de diciembre, para su tramitación simultánea. A 

estos efectos: 

a) El trámite de información a otras Administraciones públicas 

regulado en los artículos 146 y 147 del Real Decreto 1955/2000, de 

1 de diciembre, se unifica con el previsto en el apartado 1.b) de este 

artículo, y se realizará en los mismos plazos. 

b) El trámite de información pública regulado en los artículos 144 

y 145 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, se unifica con 

el previsto en el apartado 1.c) de este artículo, se realizará en los 

mismos plazos. 

c) El área funcional o, en su caso, la dependencia de Industria y 

Energía competente para la tramitación remitirá a la Dirección 

General de Política Energética y Minas el expediente e informe 

conjuntamente con el previsto en el apartado 1.d) anterior. 

 

 

 



CAPÍTULO V 

Reducción de la intensidad de las emisiones de 

gases de efecto invernadero durante el ciclo de 

vida de los combustibles 

Artículo 10. Reducción de la intensidad de las emisiones de 

gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida de los 

combustibles y energía suministrados en transporte. 

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, se 

establece la obligación de reducción de la intensidad de las emisiones 

de gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida de los 

combustibles y la energía suministrados en el transporte del artículo 

7 bis de la Directiva 98/70/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 13 de octubre de 1998, relativa a la calidad de la gasolina y del 

gasóleo y por la que se modifica la Directiva 93/12/CEE del Consejo. 

Artículo 11. Obligación de reducción de la intensidad de las 

emisiones de gases de efecto invernadero durante el ciclo de 

vida de los combustibles y energía suministrados en el 

transporte. 

1. Los sujetos previstos en el artículo 12, deberán cumplir con un 

objetivo obligatorio de reducción de las emisiones de gases de efecto 

invernadero del ciclo de vida, por unidad de combustible y de energía 

suministrados en el transporte, del 6 por ciento, en comparación con 

el valor de referencia de las emisiones de gases de efecto invernadero 

derivadas de los combustibles fósiles utilizados en la Unión Europea 

en 2010, que es de 94,1 g de CO2eq/MJ. 

El citado objetivo deberá cumplirse mediante el uso de 

biocarburantes que cumplan los criterios de sostenibilidad, 

combustibles alternativos y reducciones en la quema en antorcha y 

venteo en los emplazamientos. 

2. Adicionalmente, los sujetos obligados podrán cumplir los 

siguientes objetivos indicativos de reducción de las emisiones de 

gases de efecto invernadero: 

a) Un objetivo del 2 por ciento, logrado mediante al menos uno de 

los métodos siguientes: 

1.º El suministro de energía destinada al transporte para su uso 

en cualquier tipo de vehículo de carretera, de máquinas móviles no 



de carretera, incluidos los buques de navegación interior, tractores 

agrícolas y forestales o embarcaciones de recreo. 

2.º El uso de cualquier tecnología capaz de reducir las emisiones 

de gases de efecto invernadero del ciclo de vida por unidad de energía 

del combustible o por energía suministrada. 

b) Un objetivo del 2 por ciento, logrado mediante la compra de 

créditos con arreglo al Mecanismo de Desarrollo Limpio del Protocolo 

de Kioto, conforme a las condiciones fijadas en la Directiva 

2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre 

de 2003, por la que se establece un régimen para el comercio de 

derechos de emisión de gases de efecto invernadero en la Comunidad 

y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE del Consejo, para las 

reducciones en el sector del suministro de combustible. 

3. Por real decreto del Consejo de Ministros se podrán modificar 

los objetivos regulados en los apartados 1 y 2 de este artículo, para 

su adaptación a las posibles modificaciones realizadas en la 

normativa europea al respecto. 

4. Las definiciones de «gases de efecto invernadero durante el 

ciclo de vida» y «emisiones de gases de efecto invernadero por 

unidad de energía» son las establecidas en los apartados 7 y 8, 

respectivamente, del artículo 2 del Real Decreto 1597/2011, de 4 de 

noviembre, por el que se regulan los criterios de sostenibilidad de los 

biocarburantes y biolíquidos, el Sistema Nacional de Verificación de 

la Sostenibilidad y el doble valor de algunos biocarburantes a efectos 

de su cómputo, o la normativa que lo sustituya. 

Artículo 12. Sujetos obligados a cumplir los objetivos de 

reducción de la intensidad de las emisiones de gases de 

efecto invernadero durante el ciclo de vida de los 

combustibles y la energía suministrados en el transporte. 

1. Los sujetos obligados a cumplir los objetivos de reducción de la 

intensidad de las emisiones de gases de efecto invernadero durante 

el ciclo de vida de los combustibles y la energía suministrados en el 

transporte serán los siguientes: 

a) Los operadores al por mayor de productos petrolíferos, 

regulados en el artículo 42 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del 

sector de hidrocarburos, por sus ventas anuales en el mercado 

nacional, excluidas las ventas a otros operadores al por mayor. 



b) Las empresas que desarrollen la actividad de distribución al por 

menor de productos petrolíferos, regulada en el artículo 43 de la Ley 

34/1998, de 7 de octubre, en la parte de sus ventas anuales en el 

mercado nacional no suministrado por los operadores al por mayor o 

por otros distribuidores al por menor. 

c) Los consumidores de productos petrolíferos, en la parte de su 

consumo anual no suministrado por operadores al por mayor o por 

las empresas que desarrollen la actividad de distribución al por menor 

de productos petrolíferos. 

d) Los operadores al por mayor de gases licuados del petróleo 

(GLP), regulados en el artículo 45 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, 

por sus ventas anuales en el mercado nacional, excluidas las ventas 

a otros operadores al por mayor. 

e) Las empresas que desarrollen una actividad de comercialización 

al por menor de gases licuados del petróleo, reguladas en el artículo 

46 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, en la parte de sus ventas 

anuales en el mercado nacional no suministrada por los operadores 

al por mayor. 

f) Los consumidores de gases licuados del petróleo en la parte de 

su consumo anual no suministrada por los operadores al por mayor 

regulados o por las empresas que desarrollen una actividad de 

comercialización de gases licuados del petróleo. 

g) Los comercializadores de gas natural, definidos en el artículo 

58, de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, por sus ventas anuales en el 

mercado nacional, excluidas las ventas a otros comercializadores. 

h) Los consumidores directos en mercado, en la parte de sus 

consumos de carácter firme no suministrados por los 

comercializadores a que hace referencia el punto anterior que 

suministren gas natural, biogás o gases manufacturados para su uso 

en el transporte en estaciones de servicio. 

2. Aquellos sujetos, no incluidos en el apartado anterior, que 

consuman o pongan en el mercado alguno de los combustibles o 

energía del apartado 1 del artículo 13, podrán optar por contribuir al 

cumplimiento de los objetivos del artículo 11, en cuyo caso estarán 

sujetos a la obligación de remisión de información a que hace 

referencia el artículo 14. 

3. Dos o más sujetos obligados podrán optar por realizar una 

comunicación conjunta de la información del artículo 14, en cuyo caso, 

dicho grupo se considerará un único sujeto a los efectos del 



cumplimiento de los objetivos recogidos en el artículo 11 de este real 

decreto-ley. 

4. Por orden de la Ministra para la Transición Ecológica y el Reto 

Demográfico se podrán establecer condiciones específicas que tienen 

que tener los sujetos del apartado 1 para estar incluidos en la 

obligación recogida en el artículo 11. Asimismo, se podrán establecer 

excepciones para determinados sujetos, en función de su grado de 

participación en la cadena de suministro de los combustibles o la 

energía. 

Artículo 13. Combustibles y energía suministrados en el 

transporte, sobre los que aplican los objetivos de reducción 

de la intensidad de las emisiones de gases de efecto 

invernadero durante el ciclo de vida. 

1. La obligación de reducción de la intensidad de las emisiones de 

gases de efecto invernadero durante el ciclo de vida de los 

combustibles y energía suministrados en el transporte, recogida en 

el artículo 11, será de aplicación a las ventas o consumos efectuados, 

por los sujetos obligados del artículo 12, de los siguientes 

combustibles y energía suministrados en el transporte: 

a) Combustibles utilizados para propulsar vehículos de carretera, 

máquinas móviles no de carretera, incluidos los buques de 

navegación interior cuando no se hallen en el mar y el ferrocarril, 

tractores agrícolas y forestales y embarcaciones de recreo cuando no 

se hallen en el mar. 

b) Electricidad destinada a vehículos de carretera, si se puede 

demostrar que se ha medido y verificado adecuadamente la 

electricidad suministrada para su uso en dichos vehículos. 

c) Biocarburantes para uso aéreo, siempre y cuando cumplan los 

criterios de sostenibilidad del Real Decreto 1597/2011, de 4 de 

noviembre y se demuestre que son sostenibles según lo dispuesto en 

la regulación vigente. 

2. Por orden de la persona titular del Ministerio para la Transición 

Ecológica y el Reto Demográfico podrán incluirse otros combustibles 

y energía suministrados para el transporte. 

Artículo 14. Obligación de remisión de información para la 

evaluación del cumplimiento de los objetivos de reducción de 



la intensidad de las emisiones de gases de efecto 

invernadero en el transporte. 

1. Los sujetos del artículo 12 deberán acreditar el cumplimiento 

de los objetivos del artículo 11, para lo que deberán presentar la 

información y documentación, auditada por empresa independiente, 

según lo establecido en el Real Decreto 235/2018, de 27 de abril, por 

el que se establecen los métodos de cálculo y requisitos de 

información en relación con la intensidad de las emisiones de gases 

de efecto invernadero de los combustibles y la energía en el 

transporte; se modifica el Real Decreto 1597/2011, de 4 de 

noviembre, por el que se regulan los criterios de sostenibilidad de los 

biocarburantes y biolíquidos, el Sistema Nacional de Verificación de 

la Sostenibilidad y el doble valor de algunos biocarburantes a efectos 

de su cómputo; y se establece un objetivo indicativo de venta o 

consumo de biocarburantes o regulación que lo sustituya. 

2. El método de cálculo que deberán utilizar los sujetos del artículo 

12 para determinar la intensidad de las emisiones de gases de efecto 

invernadero de los combustibles y la energía suministrados, 

comparando las reducciones que hayan realizado con el valor de 

referencia del apartado 1 del artículo 11, a efectos de valorar la 

reducción de emisiones alcanzada será el establecido en el Real 

Decreto 235/2018, de 27 de abril, o regulación que lo sustituya. 

Asimismo, por real decreto se podrá establecer, a efectos del 

cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 11, un límite 

máximo para los biocarburantes producidos a partir cultivos 

alimentarios y forrajeros. 

3. En el caso de los biocarburantes, únicamente se tendrán en 

cuenta para los fines del artículo 11 si cumplen los criterios de 

sostenibilidad establecidos en los apartados 1 a 5 del artículo 4 del 

Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, y se demuestra que son 

sostenibles según la forma y metodología prevista en el citado real 

decreto o regulación que lo sustituya. 

4. Los biocarburantes producidos a partir de desechos y de 

residuos, con excepción de los residuos agrícolas, de la acuicultura, 

pesqueros y forestales, únicamente han de cumplir los criterios de 

sostenibilidad previstos en el apartado 1 del citado artículo 4 del Real 

Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre, para que se tengan en 

cuenta para los fines contemplados en el artículo 11. 

5. Las emisiones de gases de efecto invernadero del ciclo de vida 

de los biocarburantes se calcularán de acuerdo con lo previsto en el 



citado Real Decreto 1597/2011, de 4 de noviembre o regulación que 

lo sustituya. 

 


